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Policía Nacional Vs Henry Naranjo Villalba 

A.A.R.


REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL META
       
Villavicencio, veintisiete (27) de  octubre del dos mil catorce (2014)
Auto Interlocutorio No. 0273.
MEDIO DE CONTROL:      REPETICIÓN
DEMANDANTE:
      POLICÍA NACIONAL
CORREO ELECTRÓNICO:demet.notificacion@policia.gov.co
DEMANDADO:

HENRY NARANJO VILLALBA

EXPEDIENTE:      
50001 - 23 - 33 - 000 - 2014 - 00239 - 00
Procede el Despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda de la referencia.

I. ANTECEDENTES

LA NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, por conducto de apoderado judicial, presenta demanda en ejercicio del medio de control de repetición contra HENRY NARANJO VILLALBA para que se declare solidariamente responsable al demandado a título de culpa grave por la conducta negligente que condujo a la condena de la institución policial dentro del proceso de reparación directa promovido por Gladys Villamizar Delgado, en consecuencia, se ordene al pago de $558.285.966.01, de lo cual, el apoderado de la parte demandante recibió $518.285.966.01.
II. CONSIDERACIONES

1. Competencia
En lo referente a la competencia territorial, es claro que a esta Corporación le corresponde conocer del asunto de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 152-11 del CPACA, por cuanto el valor de la pretensión mayor supera los 500 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

2. Requisito de procedibilidad:

El artículo 161-5 del CPACA, respecto de los requisitos previos para demandar, preceptúa lo siguiente:

“La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 
5. Cuando el Estado pretenda recuperar lo pagado por una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, se requiere que previamente haya realizado dicho pago.”
Así mismo, el artículo 142 ibídem, señala que el certificado del pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones, que haga constar que la entidad realizó el pago, es prueba suficiente para iniciar el proceso de repetición contra el funcionario responsable del daño.
En el sub judice, si bien se observa a folio 33 documento que consta el recibido de $518.285.966.01 por parte del apoderado de los demandantes del proceso de reparación directa que originó el presente medio de control de repetición, la norma antes trascrita exige el certificado del pago total de la obligación expedido por la entidad y allegarla como anexo de la demanda, documento que no se evidencia en el expediente  
3. Oportunidad para presentar la demanda

El artículo 164 – l) de la Ley 1437 de 2011, establece el término para presentar la demanda ante el Juez:

“Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el término será de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de conformidad con lo previsto en este código.”

Como quiera que no obra certificado de la entidad sobre el pago de la suma de dinero cancelada a los beneficiarios del proceso de reparación directa antes mencionado, que permita tener certeza de la fecha en que la entidad efectuó la entrega del valor de la condena, el Tribunal no tiene plena convicción del término inicial para determinar el lapso de caducidad, por lo que sólo se conocerá con plena seguridad, una vez agotado el debate probatorio.
5. Aptitud formal de la Demanda

Estudiada la demanda, se observa que no cumple con algunos de los requisitos y formalidades legales exigidos para adelantar la misma, por cuanto: 
i) No se aportó el Certificado expedido por la entidad pagadora donde conste la cancelación total de la obligación proveniente del proceso de reparación directa No. 2003-40295-00 instaurado por Gladys Villamizar Delgado y Otros, conforme lo ordena el artículo 142 del CPACA.
ii) No se allegó la constancia que acredite que Henry Naranjo Villalba ostentaba la calidad de Agente del Estado para la época en que ocurrió el hecho generador de la condena y que su actuación u omisión fueran determinantes para sancionar a la entidad.
iii) No se aportó documental que evidencie la cualificación de la conducta del agente en la que se señale su actuación dolosa o gravemente culposa que condujo a la reparación del daño.
De lo anterior, es preciso señalar que el Consejo de estado - Sección Tercera - Subsección C, en sentencia del 24 de julio del 2013 M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa en el expediente con número interno 46162, hizo un llamado de atención a las entidades respecto de los elementos necesarios para la procedencia de la acción de repetición, concluyendo en 4 componentes esenciales que debe contener esta clase de demandas.
 Así las cosas se torna pertinente inadmitir la presente demanda y conceder al apoderado judicial del extremo actor el término de que trata el artículo 170 de la Ley 1437 de 2011, a fin de que subsane los yerros advertidos en el numeral 5 sobre la aptitud formal de la demanda, so pena de rechazo.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Meta,

RESUELVE:

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada, por las razones expuestas en la parte considerativa de este proveído. 

SEGUNDO: CONCEDER a la parte actora el término improrrogable de diez (10) días siguientes a la notificación de esta decisión para que subsane los defectos que adolece la demanda, so pena de su rechazo.

TERCERO: RECONOCER personería al abogado LUIS FERNANDO OLARTE GALEANO, identificado con cédula de ciudadanía Nº 1.102.253.156 de Piedecuesta y tarjeta profesional Nº 204.107 del C. S. de la J., a fin de que represente los intereses del demandante en el trámite de la referencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
LUIS ANTONIO RODRÍGUEZ MONTAÑO



                       MAGISTRADO




         (Original firmado)
